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SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021.  

Mediante el recurso de certiorari de epígrafe, comparece el 

peticionario, Municipio de Añasco (Municipio) y solicita la revisión de 

una Resolución emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan, el 26 de febrero de 2021. Mediante esta, se 

declaró sin lugar la solicitud de desestimación presentada por el 

peticionario en el marco de la demanda presentada por la recurrida, 

James W. Turner Construction, Ltd. (JWTC). Expedimos y 

confirmamos la determinación recurrida.  

El origen del presente caso se encuentra en una demanda sobre 

sentencia declaratoria e impugnación de arbitrios de construcción 

 
1 Mediante Orden DJ 2019-187G, el Panel I quedó constituido por 3 integrantes. 
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presentada por JWTC en contra del Municipio, el Departamento de 

Vivienda y el Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Allí la recurrida 

cuestionó la facultad del Municipio para imponer el arbitrio de 

construcción sobre los trabajos realizados e indicó que, en el trámite de 

imposición del arbitrio, el peticionario le había violado el debido 

proceso de ley. El Municipio, por su parte, presentó una Moción de 

desestimación por falta de jurisdicción sobre la materia, en la cual 

argumentó que JWTC no agotó el procedimiento administrativo para 

cuestionar la imposición de arbitrios de construcción.  

En la Resolución recurrida, el Tribunal de Primera Instancia hizo 

notar que el Municipio no presentó un desglose de cada actividad 

tributable para que JWTC pudiese ejercer su derecho a impugnar, sino 

que se limitó a emitir una notificación general de deficiencia. En 

consecuencia, aunque concluyó que el peticionario posee autoridad en 

ley para imponer el arbitrio de construcción y determinar si las obras 

que llevó a cabo JWTC fueron o no obras de construcción, sostuvo que 

le otorgó un procedimiento administrativo defectuoso con 

notificaciones que adolecen de los requisitos impuestos por nuestro 

ordenamiento. Por tal motivo, determinó que el Municipio violó el 

debido proceso de ley de la recurrida en su vertiente procesal y denegó 

la solicitud de desestimación, al concluir que ostenta jurisdicción sobre 

la materia para atender la controversia en cuestión.  

En desacuerdo, el Municipio sostiene ante esta segunda instancia 

judicial que incidió el foro primario al declarar sin lugar la moción de 

desestimación presentada y argumentó que el hecho de que la recurrida 

no agotara los remedios administrativos establecidos privó de 

jurisdicción al foro judicial para atender la demanda. Asimismo, 
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cuestionó que el procedimiento de sentencia declaratoria fuera el 

idóneo para resolver la controversia. JWTC, a su vez, se opuso a la 

expedición del auto y sostuvo que no es necesario agotar el 

procedimiento administrativo dispuesto en ley cuando lo que se 

cuestiona es la autoridad de un municipio para imponer un tributo en 

particular. Además, planteó que el mecanismo de sentencia declaratoria 

está disponible para resolver controversias contributivas como la de 

autos. Veamos.  

En lo atinente al auto de certiorari, está establecido como el 

vehículo procesal discrecional y extraordinario mediante el cual un 

tribunal de mayor jerarquía puede rectificar errores jurídicos en el 

ámbito provisto por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de Puerto 

Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 (2009); y de conformidad a los criterios 

dispuestos por la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. En tal sentido, la función de 

un tribunal apelativo frente a la revisión de controversias a través del 

certiorari requiere valorar la actuación del foro de primera instancia y 

predicar su intervención en si la misma constituyó un abuso de 

discreción; en ausencia de tal abuso o de acción prejuiciada, error o 

parcialidad, no corresponde intervenir con las determinaciones del 

Tribunal de Primera Instancia. Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170 (1992); 

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729 (1986).  

Por otro lado, el Art. 2.002 de la Ley de Municipios Autónomos 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 1991 (Ley de Municipios 

Autónomos), 21 LPRA sec. 4052, otorgó a los municipios la facultad 

de imponer ciertas contribuciones, entre las cuales se encuentra el 

arbitrio de construcción. Este consiste en un impuesto que recae sobre 
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el derecho a efectuar una obra de construcción dentro de los límites 

territoriales de un municipio. Const. José Carro v. Mun. Dorado, 186 

DPR 113 (2012). En cuanto a su impugnación, se ha resuelto que 

cuando se cuestiona la autoridad en ley de un municipio para imponer 

una contribución, y no el monto per se, “resulta innecesario agotar el 

procedimiento administrativo dispuesto en ley”. Coop. Ahorro Rincón 

v. Mun. Mayagüez, 200 DPR 546, 556-557 (2018), citando a Interior 

Developers v. Mun. de San Juan, 177 DPR 710 (2009).  

Cabe recordar, de otra parte, que la sentencia declaratoria es un 

remedio bajo la Regla 59 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R.59, que permite declarar derechos, estados y otras relaciones 

jurídicas, aunque existan otros remedios disponibles. Mun. Fajardo v. 

Srio. Justicia et al., 187 DPR 245 (2012). En cuanto a su procedencia 

en materia de contribuciones es cierto que, como norma general, esta 

es improcedente si existe un remedio adecuado en el curso ordinario de 

la ley. Cafeteros de P.R. v. Tesorero, 74 DPR 752 (1953); Cooperativa 

Cosecheros de Café v. Tesorero, 69 DPR 226 (1953). No obstante, el 

más alto foro aclaró que existen circunstancias excepcionales, tales 

como el intento de cobrar contribuciones a quien no las adeuda, en las 

que los tribunales pueden ejercer su jurisdicción de naturaleza 

extraordinaria. Alcalde Guayama v. ELA, 192 DPR 329 (2015). En 

dichos casos, “tanto el interdicto como la sentencia declaratoria 

constituyen el remedio legal adecuado para impedir el cobro de 

contribuciones que no le corresponde pagar a una parte”. Id., pág. 334. 

Luego de examinar los escritos presentados por las partes, a la 

luz de la normativa discutida, no nos convencen los señalamientos 

realizados por el Municipio. Si bien es cierto que la sentencia 
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declaratoria, de ordinario, no se favorece para dilucidar asuntos 

contributivos, en el caso de epígrafe están presentes las circunstancias 

extraordinarias a las que hace referencia la jurisprudencia; esto es, se 

trata de una imposición contributiva impugnada por una parte que alega 

no ser un contribuyente. Ante tales consideraciones, resulta evidente 

que la utilización del mecanismo extraordinario de la sentencia 

declaratoria se encuentra justificada.  

De modo similar, en lo que respecta al planteamiento de falta de 

agotamiento de remedios administrativos, en el presente caso no se 

cuestiona la cantidad de la contribución impuesta, sino la autoridad en 

ley del Municipio para imponer el arbitrio de construcción a JWTC. 

Según se desprende del derecho discutido, en tales situaciones resulta 

innecesario el agotamiento de remedios. Lo anterior responde a que, si 

JWTC logra demostrar que no puede ser considerado como un 

contribuyente ante el arbitrio que se le pretende imponer, “resulta 

irrazonable obligarle a tributar para luego hacerle agotar los 

mecanismos administrativos y judiciales disponibles, pues, implica 

malgastar recursos para concluir que no era un contribuyente”. Alcalde 

de Guayama v. ELA, supra, pág. 334 (cita omitida). Véase, además, 

Yiyi Motors, Inc. v. E.L.A., 177 DPR 230 (2009). 

Dado que JWTC impugnó la facultad del Municipio para 

imponer un arbitrio a las obras de construcción realizadas, concluimos 

que la recurrida podía acudir al Tribunal de Primera Instancia sin 

completar el procedimiento administrativo dispuesto en la Ley de 

Municipios Autónomos. Dicho procedimiento administrativo fue 

defectuoso, en tanto que la notificación no informó adecuadamente la 

determinación tomada, ni brindó una oportunidad real de ejercer los 
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remedios concedidos por ley. De tal manera, y dadas las circunstancias 

particulares del caso, la sentencia declaratoria es un mecanismo 

adecuado para impugnar una deficiencia contributiva como la que alega 

JWTC. Por tales fundamentos, se expide el auto solicitado y se 

confirma la Resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


